Acción de nulidad / procedencia 

Expte. N°: 3747-2007 DIMATTIA LINDA ANGUSTIA Y OTROS C/ ROSSO SUSANA NOEMI S/ REVISION DE COSA JUZGADA 

-----------------------------------------------------------------------------

N° Orden: 293  

Libro de sentencias Nº: 51.-

/NIN,  a  los  9 días del mes de Noviembre del año dos mil diez, reunidos en Acuerdo Ordinario los Señores  Jueces  de la Excma. Cámara de Apelación en lo Civil  y Comercial de Junín Doctores JUAN JOSE GUARDIOLA, RICARDO MANUEL CASTRO DURAN Y PATRICIO GUSTAVO  ROSAS, en causa Nº 3747-2007  caratulada:  "DIMATTIA LINDA ANGUSTIA Y OTROS C/ ROSSO SUSANA NOEMI S/ REVISION DE COSA JUZGADA",  a  fin  de dictar sentencia, en el siguiente  orden  de  votación, Doctores: Castro Durán, Guardiola y Rosas.-

              La Cámara planteó las siguientes cuestiones:

               1a.-  ¿Se ajusta a derecho la sentencia apelada ?

               2a.-  ¿ Qué  pronunciamiento corresponde dictar?

A LA PRIMERA CUESTION, el Señor Juez Dr. Castro Durán, dijo: 


I- A fs. 485/498 la Sra. Juez de primera instancia dictó sentencia, rechazando la acción de nulidad y/o revisión de cosa juzgada deducida por Linda Angustia Dimattía,  Norma Noemí  Dimattía, Olga Isabel Carta, Héctor Francisco Dimattía, Liliana Isabel González, Carlos Alberto González, María Angélica Marengo, Silvia  Elvira Marengo, Juan José  Dimattía, Ana Lía  Dimattía, José María  Dimattía, Ana María  Dimattía y José Cicero, todos en carácter de sucesores de Arnaldo Luis Oliva, contra Susana Noemí Rosso, imponiendo las costas en el orden causado y difiriendo la regulación de honorarios profesionales.

De tal modo, desestimó la pretensión encaminada a que se declare la nulidad de la sentencia recaída en los autos "Rosso, Susana c/ Oliva, Arnaldo s/ Cobro Ejecutivo", en el tramo que dispone la capitalización mensual de intereses al capital adeudado.

Para adoptar tal decisión, la Dra. Laura Josefina Panizza resaltó que los accionantes pretenden la nulidad de un pronunciamiento judicial definitivo pasado en autoridad de cosa juzgada, por lo que para lograr la  revisión del mismo, la anomalía que lo afecte debe ser de una entidad tal que conculque garantías constitucionales, siendo también necesario que se haya vulnerado la posibilidad de obtener su reforma mediante los remedios legales ordinarios. 

Además, señaló que la sentencia de trance y remate impugnada fue recurrida por los aquí accionantes (allí demandados), quienes no cuestionaron el modo de imposición de los intereses, por lo que en este caso no hubo imposibilidad de acudir a los remedios recursivos ordinarios. 

Por ello -continuó la "a quo"-, al no haberse violentado el derecho de defensa en juicio, no pueden dejarse de lado los efectos de la preclusión, admitiéndose a través de esta acción la introducción de una cuestión que no fue controvertida en su oportunidad. 

Asimismo, la Dra. Panizza, valorando la prueba confesional de Francisco Dimattia y la prueba testimonial producidas en autos, concluye en que si bien es cierto que la modalidad del cómputo de intereses impugnada deriva en un resultado de significativa importancia, también es cierto que se llega al mismo por el tiempo transcurrido sin que se pagasen los honorarios ejecutados por la Dra. Rosso. 

Además -siguió diciendo-, los cambios de las circunstancias económicas operados en el país también favorecieron a los accionantes, ya que los precios de los campos con características similares al de ellos aumentaron significativamente. 

Por último, señaló que con el informe remitido por ARBA se acompañó un boleto de compraventa de fecha 20-7-2006, por el que los accionantes vendieron un campo a Francisco Bonafine, dejándose constancia en el mismo de que la deuda por honorarios de la Dra. Rosso ascendía a la suma de pesos tres millones, por lo que la iniciación de esta acción implicó un devenir contra los propios actos anteriores de aquellos. 

En cuanto a las costas del proceso, las impone en el orden causado, aludiendo a la complejidad de la cuestión suscitada.   

II- Contra este pronunciamiento, la Dra. Adriana Rivera y el Dr. Jorge Alberto Rivas, como apoderados de los accionantes, interpusieron apelación a fs. 501; e idéntica impugnación dedujo a fs. 503 la Dra. Susana Noemí Rosso.

III- Concedidos libremente ambos recursos, el expediente fue remitido a esta Cámara, donde a fs. 512/521 se agregó la expresión de agravios presentada por los Dres. Rivas y Rivera.

Allí expusieron que la sentencia de trance y remate es sentencia en sentido formal, lo que posibilita su revisión en un proceso autónomo como el presente, y agregaron que ella hace cosa juzgada en sentido formal, por lo que es posible su modificación en otro proceso distinto con mayor amplitud de debate.

También destacaron que en su oportunidad esta Cámara no se expidió sobre la capitalización de intereses, por no haber sido la misma objeto de agravios.

Remarcaron que en el cobro ejecutivo de honorarios iniciado por la aquí demandada, no se daba ninguno de los supuestos de excepción previstos por el art. 623 del Código Civil, y que la jurisprudencia citada en la sentencia allí dictada para justificar la capitalización dispuesta no resultaba entonces aplicable, ni tampoco lo es ahora.

Expresaron que la ilegal capitalización mensual de intereses lleva implícito el abuso de derecho y se agraviaron de que la "a quo" en ningún momento de la sentencia apelada se haya referido a la ilegalidad de dicho mecanismo.   

Asimismo, cuestionaron las conclusiones de la sentenciante relativas a la evolución de los precios del arrendamiento y de venta del campo de los accionantes, aduciendo que la valoración de la prueba realizada para llegar a las mismas fue parcial, errónea y arbitraria.

 Además, explicaron que en el contrato al que aludió la juez, se estimaron en la suma de pesos tres millones la totalidad de los honorarios de la Dra. Rosso por todos los procesos de ejecución iniciados por la misma, por lo que no existió convalidación alguna de la deuda emergente de la sentencia de trance y remate cuya revisión se pretende.

IV- La accionada presentó su expresión de agravios a fs. 522/524vta, cuestionando la distribución de las costas en el orden causado. 

Sostuvo que la cuestión sometida a decisión no es jurídicamente compleja, ya que no hay aplicación de leyes nuevas o respecto de las cuales exista jurisprudencia contradictoria; por lo que habiéndose rechazado íntegramente la acción interpuesta, no  cabe apartarse del principio general sobre costas, debiendo ser impuestas las mismas a los vencidos. 

V- Corrido traslado recíproco de las expresiones de agravios reseñadas, a fs. 532/533 se agregó la contestación efectuada por la parte accionante, donde se dejó librado al criterio de este Tribunal la imposición de las costas de primera instancia; y a fs. 534/540vta. se agregó la contestación presentada por la Dra. Rosso, quien, por un lado, solicitó que se declare desierta la apelación de la contraria por insuficiencia en su fundamentación, y paralelamente, que se  confirme  la sentencia impugnada.

VI- A fs. 541 se dictó el llamamiento de autos para sentencia, cuya firmeza deja a las presentes actuaciones en condiciones de resolver.

VII- En tal labor, comienzo por señalar que la fundamentación recursiva expuesta por la parte actora no adolece de la insuficiencia técnica que le achaca la demandada; sino que, independientemente de la suerte que en definitiva corra la apelación deducida, la expresión de agravios presentada luce ajustada a lo prescripto por el art. 260 del C.P.C., lo que impone el rechazo de la declaración de deserción peticionada.

VIII- Sentado ello y pasando al tratamiento de la apelación deducida por la parte actora, es dable señalar que en el expediente caratulado "Rosso, Susana Noemí c/ Oliva, Luis Arnaldo s/ Cobro Ejecutivo" recayó sentencia de trance y remate, por la que se mandó llevar adelante la ejecución hasta tanto el ejecutado haga a la ejecutante, íntegro pago del capital reclamado, "con más los intereses que cobre el Banco de la Provincia de B.A. en sus operaciones a 30 días, capitalizable mensualmente a partir de la fecha de su regulación, y hasta el efectivo pago" (ver fs. 388/395 del expediente acollarado).

Dicha sentencia fue notificada a los herederos de Ana María Dimattía, quien previamente había sido declarada única y universal heredera de Arnaldo Luis Oliva, y también al administrador de la sucesión de aquella, quien fue el único que la apeló.  

Cabe resaltar por su importancia en la cuestión debatida, que por medio de dicha apelación no se cuestionó lo decidido sobre la aplicación de intereses, punto que, en consecuencia, quedó consentido por los ejecutados. 

Esta indiscutida plataforma fáctica es la que sella la suerte negativa de la presente pretensión autónoma de revisión de la cosa juzgada, dado que constituye un requisito para la procedencia de este tipo de pretensiones que el defecto que se le achaca a la sentencia firme no haya podido ser subsanado por conducto de los remedios legales ordinarios.

Es decir, si el accionante no utilizó oportunamente alguno de dichos remedios, no resulta posible que esa facultad extinguida por efecto de la preclusión, pueda reeditarse con posterioridad al vencimiento del plazo establecido para ejercerla.

En sentido concordante, se expidieron Juan Carlos Hitters, Roberto O. Berizonce y Jorge W. Peyrano.

El primero de ellos expuso que "Aunque parezca una redundancia, vale la pena repetir que el procedimiento revisorio es subsidiario ya que sólo puede esgrimirse cuando se ha agotado la vía recursiva, pues si los defectos se conocen con posterioridad a la formación de la cosa juzgada, no es posible en virtud del principio de preclusión dejar pasar esa posibilidad impugnatoria para luego atacar la decisión firme por los meandros aquí estudiados" (ver "Revisión de la cosa Juzgada", segunda edición, pág. 393).

Coincidentemente, Berizonce sostuvo que "La admisibilidad y procedencia de la acción se analizarán con criterio estricto, debiendo ser repelida in limine cuando se invocaren vicios de actividad procesal o, en general, agravios cuya corrección debió procurarse a través de las vías pertinentes" (ver "La relatividad de la cosa juzgada y sus nuevos confines", publicado en "Revista de Derecho Procesal 2008-1 Sentencia-II", pág. 192).

Por su parte, Peyrano dijo que "Conforme a los lineamientos básicos en materia de preclusión, parece evidente que si el afectado por el entuerto no ha utilizado (pudiendo hacerlo) los remedios legales ordinarios (por ej. la interposición del recurso de apelación) aptos para removerlo, no puede luego deducir la pretensión que nos ocupa. En cierto modo la pretensión examinada es de índole subsidiaria, dicho esto en el sentido de que entra a operar siempre y cuando no hayan podido terciar otras vías igualmente idóneas (aunque sea de modo indirecto) para remover el entuerto padecido" (ver "Acción de nulidad de sentencia firme", publicado en "La impugnación de la sentencia firme", Tomo I, pág. 24).

Por lo tanto, no habiendo los accionantes apelado lo decidido en materia de intereses en la sentencia de remate cuya revisión ahora pretenden, resulta improcedente la modificación de tal aspecto oportunamente consentido (art. 155 C.P.C.).

En un caso de similares características al presente, la Suprema Corte de Justicia de la Provincia de Buenos Aires adoptó el criterio precedentemente expuesto. 

En la sentencia dictada el 30-12-2002 en la causa Ac. 81.004 "Municipalidad de San Isidro c/ Trecaricchi de Ranno, Ana María. Revisión de cosa juzgada", el Dr. Pettigiani, con adhesión unánime de sus colegas, sostuvo que:

"El agravio central que manifiesta el recurrente, consiste en la aprobación de la liquidación efectuada en los autos "Trecarichi de Ranno, Ana María c/ Municipalidad de San Isidro s/ Daños y Perjuicios", en los que se ha errado a su decir en la aplicación de los intereses sobre la condena recaída en las citadas actuaciones, conllevando de tal modo una repotenciación de nueve veces su valor y prácticamente quintuplicando el valor fiscal del inmueble objeto del litigio.

Agrega que tal situación constituye un abuso de derecho (conf. art. 1071 del Código Civil) y un exceso ritual manifiesto que quedaría convalidado si no se atiende el reclamo impetrado.

El recurso no puede prosperar.

Advierto de inicio que el propio recurrente ha reconocido expresa y reiteradamente  que la liquidación que se pretende rever con la acción intentada no ha sido observada oportunamente por dicha parte, a pesar de haber tenido la posibilidad de hacerlo.

Tal conducta, que importa alegar la propia torpeza y por ello resulta impropia su utilización como basamento de un agravio que pretende prosperar en esta instancia, ha sido puesta en evidencia por la Cámara a fs. 87 vta. al señalar que la citada liquidación no había sido impugnada por el recurrente, pese a la notificación que se le cursara a fs. 463, y si bien la deuda había sido consolidada conforme a lo normado por la ley 11.192 obtuvo nueva aprobación a fs. 489 de la causa por daños y perjuicios, la que a pesar de haber sido apelada por la ahora recurrente nada dijo sobre la tasa de interés concretamente aplicada.

De lo dicho surge tal como señala la sentencia de alzada a fs. 88 vta., haciendo alusión a la sentencia de primera instancia, que en el proceso originario se respetaron debidamente todas las normas procesales, no hubo fraude y no existieron vicios sustanciales, parcela ésta por otra parte no debidamente rebatida por el apelante en la expresión de agravios (conf. art. 260 del C.P.C.C.).

Sobre el tópico bajo tratamiento esta Corte tiene dicho que si una cuestión ha quedado definitivamente resuelta en sentencia firme, no puede ser nuevamente examinada y menos decidida en distinto sentido (conf. Ac. 33.028, sent. del 27IV1984; Ac. 54.404, sent. del 1IV1997; Ac. 64.671, sent. del 8XI2000, entre muchas).

A lo que agrego que la autoridad de la cosa juzgada responde a una consideración esencial de orden público: la necesidad de que el orden y la paz reinen en la sociedad poniendo fin a los litigios y evitando que los debates entre partes se renueven indefinidamente (conf. Ac. 40.794, sent. del 30VI1989 en "Acuerdos y Sentencias", 1989II263; Ac. 43.556, sent. del 8V1990 en "Acuerdos y Sentencias", 1990II30; Ac. 58.605, sent. del 20V1997, entre otras)...

Por otra parte destaca nuestro colega Dr. Hitters en aquella obra (págs. 222/223 y 230), que los supuestos puros de revisión  admitidos por doctrina y jurisprudencia son: 

a) cuando después de pronunciada la sentencia definitiva, la parte perjudicada hallase o recobrase documentos ignorados, extraviados o detenidos  por fuerza mayor o por obra de la parte en cuyo favor se hubiera dictado; 

b) cuando la sentencia definitiva se hubiera pronunciado en virtud de documentos reconocidos o declarados falsos, ignorándolo el recurrente o cuya falsedad se reconociera o se declarara después; y 

c) cuando habiéndose dictado en virtud de prueba testimonial o de posiciones, alguno de los testigos o la parte absolvente fueran condenados como falsarios en sus declaraciones. A lo que añade el supuesto de la sentencia ganada injustamente por cohecho, prevaricato, violencia u otra maquinación fraudulenta.

En consecuencia, la acción intentada por revisión de los intereses aplicados a la liquidación de condena se encuentra fuera de las causales habilitantes señaladas.

Conforme a lo expuesto, y de acuerdo con el carácter harto restrictivo que debe ser utilizado a los fines de ponderar la procedencia de una pretensión revisora de la cosa juzgada no advierto en el caso las violaciones normativas y constitucionales denunciadas en la sentencia recurrida (conf. art. 279, C.P.C.C.)".

Por otro lado, viene al caso recordar que el juicio de conocimiento posterior se halla reservado exclusivamente para aquellos aspectos que el ejecutado, como consecuencia de las restricciones procesales que son propias del juicio ejecutivo, no hubiese podido plantear o probar con la suficiente amplitud  (art. 551 C.P.C.).

Pero el aspecto vinculado a los intereses aplicables al capital de condena es perfectamente abordable en el marco del proceso ejecutivo, por lo que no podría ser nuevamente discutido ni siquiera en el juicio de conocimiento posterior, y mucho menos, en una pretensión autónoma de nulidad de cosa juzgada.

Por ello, la revisión de la cosa juzgada no puede prosperar y tampoco puede tener éxito el planteo impugnatorio fundado en el ejercicio abusivo del derecho reconocido en la sentencia de remate firme recaída en el expediente caratulado "Rosso, Susana Noemí c/ Oliva, Luis Arnaldo s/ Cobro Ejecutivo", ya que de lo contrario, por tal vía se posibilitaría la reedición de una cuestión oportunamente consentida por falta de apelación. 

IX- Pasando al tratamiento del recurso interpuesto por la parte actora, vale recordar que el art. 68 del C.P.C. consagra el principio rector en materia de costas, sustentado en el hecho objetivo de la derrota.

En virtud de este principio, el litigante vencido en el proceso debe soportar los gastos realizados por su contradictor a causa del trámite del mismo, con prescindencia de su buena o mala fe.

Es decir, la condena en costas no tiene una finalidad sancionatoria, sino resarcitoria de los desembolsos que la parte vencedora se vió obligada a realizar para obtener el pronunciamiento judicial en su favor.

La eximición de las costas que prevé el segundo párrafo del mismo artículo, es excepcional y de carácter restrictivo, pudiendo sólo disponérsela sobre la base de circunstancias objetivas y fundadas que autoricen a apartarse del principio general (conf. Carlos E. Fenochietto, "Código Procesal en lo Civil y Comercial de la Provincia de Buenos Aires comentado, anotado y concordado", pág. 98).

En este caso, no encuentro configuradas esas especiales circunstancias, ya que  respecto de la cuestión debatida existe consenso doctrinario y jurisprudencial acerca de que la pretensión autónoma de revisión de la cosa juzgada es improcedente si los accionantes pudieron haber intentado previamente subsanar el vicio que atribuyen a la sentencia firme acudiendo a los remedios legales ordinarios.

Por ello, entiendo que debe ser receptada la apelación en tratamiento, y consiguientemente, imponerse las costas de la instancia de origen a los accionantes (art. 68 C.P.C.).

X- En síntesis, en mi opinión, corresponde, por un lado, rechazar la apelación deducida por la parte actora, confirmando la desestimación de la pretensión deducida en autos; y por otro lado, receptar la apelación interpuesta por la parte demandada, y en consecuencia, imponer las costas de primera instancia a los accionantes vencidos (art. 68 C.P.C.). Las costas de Alzada se imponen a la parte actora (art. 68 C.P.C.).

ASI LO VOTO

Los Señores Jueces Dres. Guardiola y Rosas, aduciendo análogas razones dieron sus votos en igual sentido.-

A LA SEGUNDA CUESTION, EL Señor Juez DR. CASTRO DURAN, dijo:

Atento el resultado arribado al tratar la cuestión anterior, preceptos legales citados y en cuanto ha sido materia de recurso -artículo 168 de la Constitución Provincial y 272 del CPCC-,  Corresponde:

I)- Rechazar el recurso de apelación deducido a fs. 501 por la parte actora, y en consecuencia, confirmar la desestimación de la pretensión autónoma de revisión de la cosa juzgada (art. 155 C.P.C.).

II)- Hacer lugar al recurso de apelación deducido a fs. 502 por la parte demandada, y en consecuencia, imponer a la parte actora las costas de primera instancia (art. 68 C.P.C.).

III).-Imponer las costas de Alzada a la parte actora (art. 68 C.P.C.) y diferir la regulación de honorarios de Alzada para la oportunidad en que sean determinados los correspondientes a primera instancia (art. 31 Ley 8904).

ASI LO VOTO.-

Los Señores Jueces Dres. Guardiola y Rosas, aduciendo análogas razones dieron sus votos en igual sentido.-

Con lo que se dio por finalizado el presente acuerdo que firman los Señores Jueces por ante mí: FDO. DRES. JUAN JOSE GUARDIOLA, RICARDO M. CASTRO DURAN, PATRICIO GUSTAVO ROSAS (Jueces), Ante mí, DRA. MARIA V. ZUZA (Secretaria).-

 //NIN, (Bs. As.), 
 9
de Noviembre de 2010.-

AUTOS Y VISTO:
Por los fundamentos consignados en el acuerdo que antecede, preceptos legales citados y en cuanto ha sido materia de recurso –artículos 168 de la Constitución Provincial y 272 del CPCC-, se resuelve:

I)- Rechazar el recurso de apelación deducido a fs. 501 por la parte actora, y en consecuencia, confirmar la desestimación de la pretensión autónoma de revisión de la cosa juzgada (art. 155 C.P.C.).

II)- Hacer lugar al recurso de apelación deducido a fs. 502 por la parte demandada, y en consecuencia, imponer a la parte actora las costas de primera instancia (art. 68 C.P.C.).

III).-Imponer las costas de Alzada a la parte actora (art. 68 C.P.C.) y diferir la regulación de honorarios de Alzada para la oportunidad en que sean determinados los correspondientes a primera instancia (art. 31 Ley 8904).

Regístrese, notifíquese y oportunamente remítanse al Juzgado de origen.- FDO. DRES. JUAN JOSE GUARDIOLA, RICARDO M.CASTRO DURAN, PATRICIO GUSTAVO ROSAS (Jueces), Ante mí, DRA. MARIA V. ZUZA (Secretaria).-

